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Flower de Jesús Martínez Loaiza y Olga Liliana Loaiza Ríos vs José Libardo Becerra López

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
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  Flower de Jesús Martínez Loaiza y Olga Liliana Loaiza Ríos
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 José Libardo Becerra López 
Juzgado de origen:                   

Promiscuo del Circuito de Apia, Risaralda
Magistrado Ponente:                

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar: 
Contrato de trabajo – Prueba de los extremos: Si bien el artículo 24 del C.S.T., presume que toda relación de trabajo está regida por un contrato laboral, tal presunción no releva al trabajador de demostrar otros aspectos del contrato como sus extremos temporales, sin embargo, estos proceden por aproximación con arreglo a reiterada jurisprudencia. Enfoque diferencial por razones de género. Es menester, flexibilizar las reglas probatorias, en la medida en que como lo enseña el órgano Constitucional de cierre (sentencia T-967 entre otras), se trata de proteger a la mujer, no solo en caso de violencia física contra ésta, sino, también, cuando experimenta, en el trato laboral, algún tipo de discriminación. Bajo este parámetro, ciertamente el grado de desprotección de Olga Liliana Loaiza, era alto, pues, se encontraba en estado de preñez y abandonada de su marido, por encontrarse en un centro de reclusión, no se avistó entonces, un horizonte mejor a sus posibilidades de sobrevivir, al menos con la habitación que la finca “la paz” le brindaba, y el ingreso que recibía a raíz de que fue ella quien reemplazó a su marido, en la administración de la finca. Descartándose, por tanto, la versión del demandado, en sentido contrario, lo que evidentemente no resultaba lógico y adecuado a la situación por la que estaba atravesando aquella, puesto que no se acreditó para su futuro otro igual o mejor.
AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los siete (7) días del mes de diciembre de dos mil dieciséis (2016), siendo las siete y treinta minutos de la mañana (07.30 a.m.) día y hora previamente señalados para la celebración de esta audiencia, el magistrado ponente la declaró abierta en asocio de los demás magistradas con quienes integra la sala de decisión No. 3 de la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, con el propósito de desatar el recurso de apelación interpuesto por ambas partes, contra la sentencia proferida el 12 de Mayo de 2015 por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risaralda, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Flower de Jesús Martínez Loaiza y Olga Liliana Loaiza Ríos contra José Libardo Becerra López.
Antes de que las partes aleguen, si se encuentran presentes, se anticipan los pormenores del litigio: Flower de Jesús Martínez Loaiza y Olga Liliana Loaiza Ríos demandaron a José Libardo Becerra López, para que se declarara, por separado, que entre éste y los primeros, se celebraron sendos contratos de trabajo a término indefinido, con las consecuenciales condenas por concepto de: auxilio de  cesantías, intereses a las mismas, prima de servicio, vacaciones, indemnizaciones moratorias, aportes a pensiones. A más de tales condenas, Olga Liliana Loaiza Ríos, invoca la indemnización por despido injusto, y por despido en estado de embarazo.
Las preconcebidas súplicas se apuntalan en los hechos alusivos a los servicios personales que ambos prestaron en la finca la Paz, ubicada en la vereda mata de caña, del Municipio de Apía, Risaralda, para la cual fueron contratados, el 28 de enero de 2001, por su propietario José Libardo Becerra, el uno en labores de mayordomo, siembra y cosecha de productos, diariamente en el horario de 6 a.m. a 6 p.m. recibiendo un estipendio de $60.000 al comienzo y desde 2009 de $65.000, que se desvinculó el 27 de enero de 2013 a raíz de una diligencia judicial de allanamiento, de porte y tenencia ilegal de 3 armas de fuego, que lo redujo a la detención intramural. La otra demandante, fue contratada para la elaboración de alimentos a los trabajadores, beneficiar el grano de café (pelar y secar), sin obtener emolumento alguno, en la misma jornada del anterior, que tras la detención de su compañero o esposo, continuó prestando el servicio hasta el 28 de febrero de 2014, siendo despedida en estado de embarazo y “práctictamente … a la fuerza”, dando a luz el 3 de junio de ese año.
En la respuesta allegada por el demandado, negó haber celebrado el contrato de trabajo con Flower Martínez, antes del 29 de enero de 2010, pues, en esta calenda celebraron el contrato hasta el mismo día y mes de 2012, fecha a partir de la cual se inició un nuevo contrato, para lo cual le había cancelado $1.100.000; reconoció deber las prestaciones sociales correspondientes al último tramo, debido a que se estaba esperando el desenlace de los problemas penales en que se vio involucrado el demandante, pues, estos fueron los motivos extraordinarios y forzosos de la terminación del vínculo. Negó que hubiera celebrado contrato de trabajo, con la otra demandante, quien había ingresado al predio en calidad de esposa de Martínez Loaiza, no en el 2001 sino en 2010, y que por un acto de solidaridad “suyo” dejó que continuara en el inmueble, “y el salario acordado con su marido se lo siguió entregando a ella”, pero que “fue ella quien por su estado de embarazo y ante la ausencia del marido, tomó la decisión de irse del predio”. Propuso como excepciones: prescripción, cobro de lo no debido, mala fe de los demandantes (fls. 28 y ss.).
SENTENCIA DEL JUZGADO

El Juzgado que conoció el asunto, accedió a las pretensiones de Flower de Jesús Martínez Loaiza, al reconocer el contrato de trabajo del 27 de enero de 2001 al mismo día y mes del 2013 y negó las pretensiones de la codemandante Olga Liliana Loaiza Rios, dispuso entonces las condenas a favor del primero, salvo la indemnización moratoria. 

En su motiva dio por acreditado que con respecto de Martínez Ríos, se presentó el vínculo laboral alegado en la demanda, dado que con las deponencias vertidas en este asunto, el demandante, laboró como mayordomo en la finca La Paz, por cuenta del demandado, consistente en la siembra y cosecha de los productos agrícolas y contratar los trabajadores, probándose, además, que el vínculo laboral se extendió hasta la privación de la libertad del trabajador, por lo que acogió como hito inicial, el 27 de enero de 2001, toda vez que, milita la constancia firmada por Becerra López, no tachada oportunamente, en la que Becerra, reconoció que su oponente, laboró en dicho inmueble desde el 27 de enero de 2001, hasta que se produjo su aprehensión, el 27 mismo día y mes de 2013, esta última data con arreglo a la demanda y su aceptación en la contestación; dio también, por acreditado el salario reconocido por el accionado en la suma de $80.000 semanales, esto es, por debajo del mínimo legal, lo que se refuerza con los contratos escritos que obran en el plenario, a los que dio mérito en tal materia, empero, no para evidenciar el primer mojón, en gracia del principio de la primacía de la realidad.

En cuanto a la otra accionante, adujo que no militaban los extremos esenciales para pregonar la existencia del contrato de trabajo, puesto que no percibió salario, dado que su ausencia denota una mera posición de solidaridad, a más de que la subordinación brilla por ausente, por cuanto el demandado no le asignó tareas de carácter obligatorio.

Contra el mentado proveído se alzó tanto el demandante como el demandado. El demandante, en orden a que las condenas se extiendan al reconocimiento de la indemnización moratoria, puesto que en su sentir el incumplimiento del demandado, a sus deberes laborales es de bulto, ya que se sustrajo con resistencia a cumplir tales deberes.
El demandado por su lado, arguye que el contrato de trabajo no se inició en 2001, toda vez que no milita certeza al respecto, dado que el mismo apenas se inició en 2010, tal como lo reportan los ejemplares que incorporó con la contestación de la demanda; además, que el actor maniobraba su propio vehículo de servicio público y, que incumplió sus propios deberes por lo que no lo hace merecedor de los crédito reclamados.
Se concedieron los recursos, y se puso a consideración de este Tribunal el hecho de que la co-demandante no interpuso la apelación en contra del fallo adverso a la misma, para los efectos del grado jurisdiccional de consulta, luego de que su vocero judicial se mostrara conforme con lo decidido en su contra al manifestar su falta de interés para recurrir.

CONSIDERACIONES
Del problema jurídico:
¿Se encuentra probados los extremos de la relación laboral que existió entre Flower de Jesús Martínez L. y José Libardo Becerra L.?.
¿Siendo que la esposa del demandante, asumió las tareas de la finca, como las de alimentación de trabajadores, de beneficio del café y otras, desde la desvinculación de su esposo, se dieron los elementos del contrato de trabajo, entre ésta y el demandado?.
 Del contrato de trabajo:

I- De acuerdo con lo dispuesto en los preceptos 23 y 24 del C. S., cumple a quien se exhibe, en la litis, como trabajador (a), la demostración de la prestación personal del servicio a favor de otro, en orden a que el demandado, desvanezca la presunción, que en su contra, pesa en los términos del citado canon 24 ibidem, evidenciando que el servicio, no se presentó bajo el elemento de la subordinación, tan preciado para la configuración del contrato de trabajo, sino bajo otra modalidad caracterizada por la ausencia de tal elemento esencial.  
Sin embargo, ésta presunción no opera para la verificación de otros pormenores de la relación laboral, tales como los hitos temporales, tiempo suplementario, dominicales y festivos, despido injusto, etc., cuya régimen probatorio gravita en torno al principio universal previsto en el artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, de recibo en esta materia por la integración normativa autorizada en el artículo 145 de la obra homologa laboral.
II- Por metodología se revisa, en primer lugar, la inconformidad de la parte pasiva, puesto que su eventual prosperidad daría al traste con buena parte de las declaraciones y condenas del fallo atacado.

El recurso del demandado, combate el primer hito cronológico de la relación laboral, dado que en su sentir el mojón inicial de tal vínculo apenas data del 29 de enero de 2010, aspecto sobre el cual no le asiste razón al impugnante, puesto que el ataque, deja por fuera cualquier consideración al documento suscrito por el propio demandado, aportado con la demanda, visible a folio 8, sin que en la contestación se hubiera hecho algún reproche, mucho menos que él no lo hubiera suscrito, manuscrito o firmado, en la medida en que la autenticidad del mismo deriva de la certeza que se tenga acerca de la persona que creó el documento.
II- La autenticidad de un documento, ha dicho la Corte, consiste en la certeza (convicción que excluye toda duda) de que proviene de la persona a quien se atribuye el haberlo manuscrito, firmado o elaborado. O como lo pregona la doctrina, que la certidumbre sobre el origen y la autoría del documento define la autenticidad. Al contrario, la pérdida o la inexistencia de esta certeza hace inauténtico el documento (José Fernando Ramírez Gómez, La prueba documental, teoría general, quinta edición).
Además, predican esas reglas de estirpe procesal, el reconocimiento tácito del documento, cuando habiéndose aportado al proceso por una de las partes atribuyendo la autoría del mismo a la parte contraria, ésta no lo tacha de falso en las oportunidades señaladas (ordinal 3 art. 252)
Adicionalmente, las declaraciones de José Hernando Valencia Pino, María Eugenia Martínez Loaiza, e Isaías Valencia Herrera, permiten corroborar ese hito inicial, no obstante, el esfuerzo del a-quo, por lograr que los deponentes satisfaran la ciencia del conocimiento,  en ese específico punto, aspecto que con el documento visible a folio 8, se supera, en todo su contexto, esa posible deficiencia de los declarantes.
De allí que no le asiste razón al recurrente en ese fragmento de su apelación.
III- En lo que atañe al hito temporal final, pese a lo preceptuado en el artículo 51-6 del C.S.T., no se podrá convenir con otro distinto al asumido por el propio accionado al dar respuesta, afirmativa, al hecho de la demanda en que se alude que el finiquito del contrato se debió a la detención del actor el 27 de enero de 2013, puesto que hasta allí realizó, efectivamente, labores al servicio de Becerra López.

IV- Ahora bien, que se pretenda desvirtuar la relación laboral por el hecho de que el actor hubiera explotado un vehículo de su propiedad, para el transporte de pasajeros, en fines de semana, a estudiantes, y los viernes que le correspondía el recorrido, ello no demerita la existencia del contrato de trabajo, en la medida en que si bien, en la demanda se alude a que las labores desarrolladas en la finca se extendían todos los días, los deponentes solo se refieren de lunes a viernes, salvo María Eugenia Martínez Loaiza, para quien su hermano se desempeñaba hasta el mediodía del sábado, siendo esta una deponencia aislada sobre ese particular, por lo que nada impedía para el desarrollo del contrato laboral, que el trabajador explotara para sí la actividad del transporte en días u horas, no laborables.

Por otro lado, no milita probanza en torno a que en vigencia del vínculo, el demandado hubiera ofrecido reparo a esa actividad, lo que indica que el actor no tuvo ninguno tropiezo en el desenvolvimiento del vínculo contractual, por lo que no se puede pregonar el incumplimiento a las obligaciones a cargo del trabajador que aduce el recurrente, puesto que, no obstante, que también transportaba estudiantes, así como la ruta o recorrido en días viernes, esto lo hacía por medio de terceros, tal cual lo expuso el declarante Luis Antonio Gómez, postulado por el propio accionado, quien manifestó haber fungido como tal, así como otros conductores, ya que el demandante poseía dos vehículos.

No media inconformidad en lo que toca con los rubros y valores liquidados en la sentencia. En tal virtud no sale avante el recurso del demandado.
V- Adentrándonos al examen del recurso propuesto por el demandante, en cuanto a la indemnización moratoria, que como se sabe fue negada por el juez del conocimiento al no advertir en el demandado ánimo de defraudar los derechos del demandante, es menester señalar, acorde con reiterada y concordante jurisprudencia del más alto Tribunal de cierre de la especialidad laboral, que esta condenada será  de recibo, siempre y cuando, a la finalización del contrato, se perciba en el obligado al pago de salarios y prestaciones sociales, rastros exentos de su buena fe contractual, puesto que no siendo la condena automática, ni inexorable, no es suficiente la contemplación objetiva de la deuda, sino que es preciso ahondar en tal comportamiento contractual, en orden a percibir razones atendibles y serías que justifiquen el obrar del deudor omiso, en la cancelación de tales créditos laborales, puesto que de lo contrario, será merecedor a esa condigna sanción.

Aunque la primera instancia, se limitó a manifestar que no hubo,  en el deudor, intención grosera, arbitraria y reprochable, cierto es, que al ser detenido, el actor,  por las autoridades competentes, por la presunta comisión de un delito, el contrato de trabajo no finalizaba, por esa sola circunstancia (art. 51-6o del C.S.T.), de tal manera, que le asiste razón a Becerra López, al expresar que no hizo el pago de las prestaciones sociales, a la espera de que a su titular, se le resolviera su problema de tipo penal, a fin de que continuara su relación laboral, al punto que allí continuó la esposa de Flower de Jesús Martínez, a quien le siguió entregando el salario de aquel. Por ende, entonces, no sale avante, tampoco, el recurso del demandante.

VI- En lo tocante al grado jurisdiccional de consulta que se cumple decidir, en pro de la actora, en la medida en que sus pretensiones no fueron oídas en primer grado, y su procurador judicial se abstuvo de interponer la alzada (art. 69 C.P.L.S.S.), es de anotar que, evidentemente, ella ingreso al predio La Paz, en la misma calenda que lo hizo el otro actor, puesto que era la esposa de éste; allí se desempeñó en la elaboración de los alimentos, tanto para él, como para los trabajadores de la finca, empero, también en labores agrícolas, semejantes a la de su esposo, como el beneficio o proceso del café, según lo manifestara el deponente Isaías Valencia Herrera, y lo corroborara el declarante, José Hernando Valencia Pino, para quien "a ella le tocaba más duro que a él"; sin que en un comienzo percibiera un salario por tales labores; sobre este particular también lo abono, la hermana del demandante, María Eugenia Martínez Loaiza, toda vez, que como lo apuntara la otra deponente Nancy Liliana Puerta Calle, "a uno no le pagan por ser la esposa del administrador".

Tal actividad de la demandante, se puso más en evidencia, luego de la detención de su marido, puesto que fue ella la que asumió toda la administración de la finca, percibiendo ahí sí la remuneración que antes, recibía Flower de Jesús, según la confesión que por medio de apoderado judicial, se resalta en la contestación al hecho 26 de la demanda, aunque lo reconoció por razones de solidaridad, no obstante, el demandado dejó de acreditar, que para las labores de la finca, en ese interregno haya contratado a otra persona, como administradora de la misma, lo que pone en evidencia las afirmaciones de los deponentes, en el sentido de que Olga Liliana asumió las labores desempeñadas por su esposo, a lo que se debe añadir, por ende, que el demandado le remuneraba dicho servicio.
Obviamente, que en las circunstancias dichas, la existencia del contrato de trabajo, entre José Libardo Becerra y Olga Liliana Loaiza Ríos, se ofreció desde que está ingreso a la Finca La Paz, por cuanto, condición para que fuera contratado, a su vez, Flower de Jesús, era que junto a él, entrara, también, su esposa Olga Liliana, en la medida en que de esa manera, el empleador José Libardo, se beneficiaba directamente de las labores de aquella, sobre todo, en la alimentación de los trabajadores, tan vital o determinante para que estos, acepten el trabajo en el campo, pues, como se aprecia del dicho del primer declarante, José Hernando Valencia Pino, quien fungiera como trabajador, éste se alimentó allí en la finca, sin que de su salario se le descontara cantidad alguna, por ese concepto, lo que a las claras indica que ese rubro lo asumía el propio empleador, que luego éste se lo reconocía a Flower de Jesús, es cuestión que no se ofrece en el plenario, empero, de haberse insinuado así, lo que sí es evidente, es que a la demandante no se le retribuía el trabajo invertido en la elaboración de los alimentos, pues, a lo sumo lo que reembolsaba el empleador a Flower de Jesús, era el valor de los insumos empleados en la elaboración de tales alimentos.
Ahora, esa falta de reconocimiento, a la demandante, de guarismo alguno como contribución a la elaboración de las comidas, así como de todas las actividades que esta desarrollaba en el día en beneficio del dueño de la finca, mientras no se dedicaba a aquel menester, v.gr., en el beneficio o proceso del café, esto es, la despulpa, lavado y secado del mismo, y otros cuidados caseros, no es prueba de la ausencia de uno de los elementos esenciales del contrato de trabajo, como es el salario, sino que por el contrario, es la demostración de un rezago social de invisibilidad en que se mantiene a nuestras mujeres del campo, y aún en las ciudades, a quienes como lo anotara el deponente José Hernando Valencia, “les toca el trabajo más duro”, y pese a ello no se les paga, por cuanto como lo afirma la otra deponente, Nancy Liliana Puerta Calle, "a uno no le pagan por ser la esposa del administrador".

Ello denota, entonces, un estereotipo frente al papel atribuido a la mujer, injustamente, por la sociedad machista o patriarcal, que es preciso erradicar, entre otras, en la función judicial, por ello se impone el deber, de reconocer la existencia del contrato de trabajo, habido entre aquella y José Libardo Becerra López, desde sus comienzos, y no exclusivamente, a partir del momento en que su esposo, el otro demandante, abandonó el predio a fin de atender una medida privativa de la libertad, puesto que la verdad es que entre un periodo y otro, la diferencia no fue muy grande, en la forma en que Olga Liliana, realizó sus tareas en beneficio del demandado, pues, lo cierto es que se le creció la responsabilidad, ahora, como administradora, en reemplazo de su esposo ausente, visibilizándosele un tanto, con el pago, que afirma José Libardo, haberle reconocido.

En cuanto al mojón final, imperioso resulta conocer la fecha en que se produjo el desalojo del inmueble por parte de la co-demandante, y la causa del mismo, esto es, si fue por obra del demandado como lo aduce su oponente, o si fue por voluntad de Olga Liliana Loaiza, por su estado de embarazo y ante la ausencia de su marido, como lo expuso el demandado.
(i) Los declarantes, sobre el particular manifestaron que el hecho de la terminación del vínculo laboral, se debió al estado de gestación en el que se hallaba la demandante, por cuanto narra la deponente María Eugenia Martínez Loaiza, hermana del accionado, que ello se produjo una tarde de domingo en instantes en que Becerra López, “llegó y la sacó porque llegaba otro agregado, se fue para una casita estrechita”. El otro deponente, José Hernando Valencia Pino, refirió que Olga Liliana estaba en embarazo y la sacaron. 

(ii) El testimonio de Isaías Valencia Herrera, abonó que Olga Liliana, se quedó en la finca “la paz” hasta 2014, ejerciendo el cargo de Flower, mandando y alimentando los trabajadores, no da detalles acerca de su salida del inmueble. Por su lado, la deponente Nancy Liliana Puerta Calle, indicó que Olga Liliana fungió como ama de casa, “a uno no le pagan por ser esposa del administrador”, tampoco dio detalles de la salida de la co-demandante. Igual aconteció con el declarante Luis Antonio Gómez, postulado por el demandado.
(iii) Con arreglo a dicha probanza se podrá convenir en torno a la aproximación del último extremo cronológico de la relación laboral habida entre Olga Liliana Loaiza y Libardo Becerrra, dado que las testimoniales no refieren una fecha exacta, empero, tanto estas como el demandado coinciden en el hecho del embarazo cuando aquella salió del predio la paz, milita igualmente, que el alumbramiento de la criatura se dio el 3 de Junio de 2014 (fl. 9), y que la posible fecha de salida según la demanda fue el 28 de febrero de 2014 (h. 27), aunado a que las declaraciones abonan que Olga Liliana, permaneció en el inmueble aproximadamente un año después de producirse la detención de su esposo, el 27 de enero de 2013 (h. 11). 
Luego, acogiendo la postura jurisprudencial en torno a la aproximación de los hitos temporales, en este evento se tendrá como hito final el 31 de diciembre de 2013.
En consecuencia, se declarará la existencia del contrato celebrado entre Olga Liliana Loaiza Ríos y José Libardo Becerra, desde el 27 de enero de 2001 hasta el 31 de diciembre de 2013. 
VII- En cuanto a las indemnizaciones tanto por despido injusto, como por haberse dado mientras la laborante se hallaba en estado de embarazo, es menester señalar que en tal punto se enfrenten las partes, en el sentido de que la actora atribuya tales circunstancias a su oponente, en la medida en que éste fue el que asumió la iniciativa de sacarla del predio, a sabiendas de su estado de gravidez; al paso que Becerra López, negó haberla expulsado del predio, puesto que en su sentir fue Olga Liliana Loaiza, la que tomó la decisión de salir de allí, en razón a su embarazo y a los líos judiciales de su esposo. 
Vistas así las cosas, las afirmaciones de la actora, vienen respaldadas, al menos, con las deponencias de María Eugenia Martínez Loaiza, y José Hernando Valencia Pino, aunque cierto es reconocer que no enriquecen con detalles sus ciencias del conocimiento, empero, aún de descartarse como puntales de las afirmaciones de la demandante, sería menester, flexibilizar las reglas probatorias, con miras a darle al asunto un enfoque diferencial de género, en la medida en que como lo enseña el órgano Constitucional de cierre (sentencia T-967 entre otras), se trata de proteger a la mujer, no solo en caso de violencia física contra ésta, sino, también, cuando experimenta, en el trato laboral, algún tipo de discriminación.
Obviamente, que bajo estos parámetros resulta más creíble la versión de Olga Liliana Loaiza, puesto que, ciertamente su grado de desprotección era alto, pues, se encontraba en estado de preñez y abandonada de su marido, por encontrarse en un centro de reclusión, no se avistó entonces, un horizonte mejor a sus posibilidades de sobrevivir, al menos con la habitación que la finca “la paz” le brindaba, y el ingreso que recibía a raíz de que fue ella quien reemplazó a su marido, en la administración de la finca. Descartándose, por tanto, la versión del demandado, en sentido contrario, esto es, que Olga Liliana había tomado la decisión por iniciativa propia, al verse embarazada y sin su marido, lo que evidentemente no resulta lógico y adecuado a la situación por la que estaba atravesando, puesto que no se acreditó para su futuro otra igual o mejor.
VIII- Es por ello que habrá de declararse que la terminación del contrato de trabajo no obedeció a una justa causa, sino que, también, habrá de presumirse que el despido se dio por su estado de embarazo, por lo que el demandado se hará merecedor a su condiga sanción, acorde con las medidas previstas en el  artículo 239-2-3 del C.S.T., salvo la de su reinserción al puesto de trabajo, por no haberse impetrado. 
La indemnización por despido injusto equivale a $ 5`277.008 (que equivale a 268.55 días de salario, conforme las pautas que establece el artículo 64 del C.S.T)
La indemnización del artículo 239-3 vale: $1`178.000 (60 días de salario).
IX- En orden a liquidar las demás prestaciones o rubros labores, se tendrá en cuenta el fenómeno prescriptivo, alegado como excepción por el demandado, dado que la finalización del vínculo contractual con la actora, se dio como ya se estableció el 31 de diciembre de 2013, mientras que la demanda fue incoada el 10 de febrero de 2015, motivo por el cual aquellos créditos que hubieren sido exigibles con anterioridad al mismo mes y día de 2012, estarán cobijados con el fenómeno extintivo de la prescripción (art. 488 y 489 de C.S.T., y 151 del C.P.L.S.S.), salvo naturalmente los aportes a la seguridad social, que por su naturaleza son imprescriptibles, y que tanto el auxilio de cesantías como la compensación en dinero de las vacaciones, son exigibles a partir de la finalización del vínculo laboral.

En estas circunstancias, el valor de tales rubros, liquidados con salario mínimo legal, corresponden a: auxilio de cesantía $5`652.744, intereses a la misma $138.744, prima de servicios $1`156.200, compensación en dinero de vacaciones $3`810.463, tal cual se ilustra en los cuadros elaborados por la Sala, los cuales se ponen de presente a los asistentes y harán parte integrante del acta final que se suscriba con ocasión de esta diligencia. 
Además, el demandado previa liquidación actuarial de los aportes por pensiones, deberá sufragar dicha suma en el Fondo de Pensiones que elija la actora, en el término de la ejecutoria de esta sentencia, en su defecto en la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones.

La cancelación de tales aportes se hará dentro de los 20 días siguientes a la información del respectivo Fondo que reciba Libardo Becerra López, en torno al valor de los mismos.

X- En cuanto a la indemnización moratoria por no asistirle, al demandado, motivos exentos de buena fe, por no haber cancelado los créditos debidos a la finalización del vínculo laboral, con arreglo a la naturaleza de tal sanción (art. 65 C.L.), como ya se expuso en el capítulo del otro accionante, habrá que insistir que el accionado poseía la convicción íntima de estarle entregando a Olga Liliana Loaiza Ríos, el salario que le correspondía a su esposo, hasta tanto se le resolviera a éste su situación de orden penal, razón por la cual tampoco saldrá avante esta otra indemnización moratoria, por no avizorarme móviles ausentes de buena fe, y si bien el accionado se hace merecedor a las indemnizaciones por despido injusto y por hallarse Olga Liliana en embarazo, estas no genera a su turno, en el derecho laboral común, otra indemnización diferente, cual sería la moratoria. 
En estas circunstancias se han resuelto los recursos de apelación interpuestos por ambas partes y el grado jurisdiccional de Consulta en favor de la demandante Olga Liliana Loaiza Ríos.
En consecuencia, se revocará parcialmente la decisión en orden a acceder las pretensiones de la co-demandante.
Costas en primera instancia a cargo del demandado y en pro de los demandantes, por partes iguales. En segundo grado no se condenará en costas. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, Sala de Decisión No. 3 administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA:
Revoca los numerales sexto y séptimo de la sentencia en apelación y en el grado jurisdiccional de Consulta, procedente del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, Risarlada dentro del proceso ordinario promovido por Flower de Jesús Martínez Loaiza y Olga Liliana Loaiza Rios, en contra José Libardo Becerra López. En su lugar:

1. Declara la existencia del contrato de trabajo celebrado entre Olga Liliana Loaiza Rios y José Libardo Becerra López, entre el 27 de enero de 2001 al 31 de diciembre de 2013. 


2. Condena a José Libardo Becerra López y en pro de Olga Liliana Loaiza Rios, al reconcimiento de los siguientes créditos laborales: auxilio de cesantía $5`652.744, intereses a la misma $138.744, prima de servicios $1`156.200, compensación en dinero de vacaciones $3`810.463, indemnización por despido injusto $5`277.008, indemnización del artículo 239-3 C.S.L. $1`178.000
Además, el demandado previa liquidación actuarial de los aportes por pensiones correspondientes del 28 de enero al 31 de diciembre de 2013, deberá sufragar dicha suma en el Fondo de Pensiones que elija la actora, en el término de la ejecutoria de esta sentencia, en su defecto en la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones. La cancelación de tales aportes se hará dentro de los 20 días siguientes a la información del respectivo Fondo que reciba Libardo Becerra López, en torno al valor de los mismos.


Igual metodología se deberá seguir con la misma condena a favor de Flower de Jesús Martínez Loaiza.

3. Niega las demás pretensiones enlistadas por Olga Liliana Loaiza Ríos.

4. Declara parcialmente probada la excepción de prescripción propuesta por José Libardo Becerra López frente a las pretensiones de Olga Liliana Loaiza Ríos.

5. Confirma los numerales 1 a 5 del fallo apelado, con la siguiente adición:

6. Absuelve a José Libardo Becerra por concepto de la indemnización moratoria.
Costas en primera instancia a cargo del demandado y en pro de los demandantes, por partes iguales. En segundo grado no se condena en costas.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

Magistrado Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Magistradas
OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA             ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 

 

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
ANEXOS
	CESANTIAS

	AÑO
	 SALARIO PROMEDIO BASE LIQUIDACION 
	DIAS LABORADOS  CESANTIAS
	TOTAL  CESANTIAS 

	2001
	 $     286.000 
	334
	 $       265.344 

	2002
	 $     309.000 
	360
	 $       309.000 

	2003
	 $     332.000 
	360
	 $       332.000 

	2004
	 $     358.000 
	360
	 $       358.000 

	2005
	 $     381.500 
	360
	 $       381.500 

	2006
	 $     408.000 
	360
	 $       408.000 
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2007


	 $     433.700 
	360
	 $       433.700 

	2008
	 $     461.500 
	360
	 $       461.500 

	2009
	 $     496.900 
	360
	 $       496.900 

	2010
	 $     515.000 
	360
	 $       515.000 

	2011
	 $     535.600 
	360
	 $       535.600 

	2012
	 $     566.700 
	360
	 $       566.700 

	2013
	 $     589.500 
	360
	 $       589.500 

	TOTAL ADEUDADO
	 $   5.652.744 


	INTERES A LAS CESANTIAS

	AÑO
	 CESANTIAS BASE DE LIQUIDACION  
	DIAS LABORADOS  CESANTIAS
	  INTERES A LAS CESANTIAS  

	2012
	 $  566.700 
	360
	$         68.004

	2013
	$ 589.500
	360
	$         70.740

	TOTAL INTERES CESANTIAS
	$       138.744


	AÑO
	 SALARIO DIA PROMEDIO BASE DE LIQUIDACION  
	DIAS LABORADOS PRIMA DE SERVICIOS
	 PRIMA DE SERVICIOS 

	2012
	 $ 566.700 
	360
	 $       566.700 

	2013
	      $ 589.500 
	360
	 $       589.500 

	TOTAL ADEUDADO 
	 $   1.156.200 


	COMPENSACIÓN VACACIONES

	AÑO
	 SALARIO DIA PROMEDIO BASE DE LIQUIDACION  
	DIAS LABORADOS 
	 TOTAL VACACIONES 

	2013
	 $     589.500 
	4654
	 $   3.810.463 
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